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1. La justicia comunal y la justicia de paz

En Venezuela, en los tres últimos años se han dado múltiples cambios norma-
tivos, tanto por los decretos leyes dictados por el Presidente de la República,
durante el período de vigencia de la Ley Habilitante del año 2010, así como
por las leyes dictadas por la Asamblea Nacional.

Uno de los cambios es el generado por la existencia del Estado comunal,
que aparece definido en la Ley Orgánica del Poder Popular1 como “la forma
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1 Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 6.011 Extraordinario del
21 de diciembre de 2010.
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de organización político social, fundada en el Estado democrático y social de
derecho y de justicia establecido en la Constitución de la República, en la cual
el poder es ejercido directamente por el pueblo” (artículo 8.8), cuya célula
fundamental para su conformación es “la comuna”.

La comuna está definida según la citada Ley como:

…espacio socialista que como entidad local es definida por la integración
de comunidades vecinas con una memoria histórica compartida, rasgos cul-
turales, usos y costumbres que se reconocen en el territorio que ocupan y
en las actividades productivas que le sirven de sustento y sobre el cual
ejercen los principios de soberanía y participación protagónica como expre-
sión del Poder Popular, en concordancia con un régimen de producción
sociales y el modelo de desarrollo endógeno y sustentable contemplado en
el Plan de Desarrollo, Económico y Social de la Nación (artículo 15.5).

En idénticos términos está definida en el artículo 5 de la Ley Orgánica de las
Comunas2, cuyo texto legal tiene por objeto desarrollar y fortalecer el Poder Popu-
lar, “estableciendo las normas que regulan la constitución, conformación, organi-
zación y funcionamiento de la Comuna”. Igual definición se establece en el
artículo 3 del Reglamento de la Ley Orgánica del Consejo Federal de Gobierno3.

Por otra parte, el artículo 7 de la Ley Orgánica de las Comunas consagra que
la comuna, tiene como finalidad:

1. Desarrollar y consolidar el estado comunal como expresión del Poder
Popular y soporte para la construcción de la sociedad socialista.

2. Conformar el autogobierno para el ejercicio directo de funciones en la
formación, ejecución y control de la gestión pública.

2 Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 6.011 Extraordinario del
21 de diciembre de 2010.

3 Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 39.924 del 17 de mayo
de 2012.
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3. Promover la integración y la articulación con otras comunas en el mar-
co de las unidades de gestión territorial establecidas por el Consejo
Federal de Gobierno.

4. Impulsar el desarrollo y consolidación de la propiedad social.

5. Garantizar la existencia efectiva de formas y mecanismos de participa-
ción de los ciudadanos y ciudadanas en la formulación, ejecución y
control de planes y proyectos vinculados a los aspectos territoriales,
políticos, económicos, sociales, culturales, ecológicos y de seguridad
y defensa.

6. Promover mecanismos para la formación e información en las comu-
nidades.

7. Impulsar la defensa colectiva y popular de los derechos humanos.

8. Todas aquellas determinadas en la Constitución de la República Boli-
variana de Venezuela.

Cabe advertir que la comuna como una entidad territorial municipal fue
incluida en la reforma de la Ley Orgánica del Poder Público Municipal4, a
partir de la cual se estableció una arquitectura para sostener la existencia de
esta “entidad territorial”, que es ajena al régimen municipal previsto en la
Constitución.

En efecto, a través de los artículos 1, 5, 19.1 y último párrafo, 33 último
párrafo y 112 de la reforma de la prenombrada Ley, se establece la comuna
como una nueva entidad local de carácter territorial, que es distinta a las
constitucionalmente reconocidas, como lo son el municipio (artículos 16 y
168), el distrito metropolitano (artículos 170 al 172), la mancomunidad (artí-
culo 170) y la parroquia (artículo 173).
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4 Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 6.015 Extraordinario del
28 de diciembre de 2010.
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Entre los artículos de la Ley Orgánica del Poder Público Municipal, resalta el
artículo 5 al establecer que la comuna está exceptuada del ámbito de aplica-
ción del régimen jurídico municipal, al que se encuentran sometidas todas las
entidades locales:

Los municipios y las demás entidades locales se regirán por las normas
constitucionales, las disposiciones de la presente Ley, la legislación apli-
cable, las leyes estadales y lo establecido en las ordenanzas y demás ins-
trumentos jurídicos municipales.

Las ordenanzas municipales determinarán el régimen organizativo y
funcional de los poderes municipales según la distribución de competen-
cias establecidas en la Constitución de la República, en esta Ley y en las
leyes estadales.

Se exceptúan las comunas de estas disposiciones, por su condición especial
de entidad local, reguladas por la legislación que norma su constitución,
conformación, organización y funcionamiento.

Está claro que al “eximir a la comuna de cumplir con el ordenamiento jurídi-
co general que rige al Poder Público Municipal y circunscribirlo a una ley
nacional especial no prevista en la Constitución y distinta de la Ley Orgánica
del Poder Público Municipal, se están afectado las competencias de los Estados
para organizar sus municipios y las demás entidades locales…”5.

Igualmente, vulnerará la autonomía municipal pues impide que los munici-
pios “en ejercicio de sus competencias, entre las que se encuentra regular a
través de ordenanzas las entidades locales, puedan dictar disposiciones a las
que deba someterse la comuna en lo referente a su régimen de creación,

5 Villegas Moreno, José Luis: “Hacia la instauración del Estado Comunal en Venezue-
la: Comentario al Decreto Ley Orgánica de la Gestión Comunitaria de Competencia,
Servicio y otras Atribuciones, en el contexto del Primer Plan Socialista-Proyecto
Nacional Simón Bolívar 2007-2013”. En: Revista de Derecho Público. N° 130. Edi-
torial Jurídica Venezolana. Caracas, 2012, p. 134.
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organizativo y funcional, lo que evidentemente contraviene el artículo 168.2
de la Constitución”6.

Frente a este escenario, que no pretendemos profundizar pues sería objeto de
otros estudios, sólo queremos señalar que el legislador al dictar la Ley Orgá-
nica del Poder Popular, crea la justicia comunal y la jurisdicción especial
comunal, en los siguientes términos:

Artículo 21. Justicia comunal. La justicia comunal es un ámbito de
actuación del Poder Popular, a través de medios alternativos de justicia de paz
que promueven el arbitraje, la conciliación, la mediación, y cualquier otra
forma de solución de conflictos ante situaciones derivadas directamente
del ejercicio del derecho a la participación y a la convivencia comunal, de
acuerdo a los principios constitucionales del Estado democrático y social 
de Derecho y de Justicia, y sin contravenir las competencias legales propias
del sistema de justicia ordinario.

Artículo 22. Jurisdicción especial comunal. La ley que regule la juris-
dicción especial comunal, establecerá la organización, el funcionamiento,
los procedimientos y normas de la justicia comunal, así como su jurisdic-
ción especial.

La actuación de la jurisdicción comunal estará enmarcada dentro de los
principios de justicia gratuita, accesible, imparcial, idónea, transparente,
autónoma, independiente, responsable, equitativa y expedita, sin dilaciones
indebidas y sin formalismos por reposiciones inútiles.

Asimismo, la Ley Orgánica de las Comunas consagra la justicia comunal (artículo
56) y la jurisdicción especial comunal (artículo 57), en los términos siguientes:

Artículo 56. Es un medio alternativo de justicia que promueve el arbitraje, la
conciliación, la mediación y cualquier otra forma de solución de conflictos,
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ante situaciones derivadas directamente del ejercicio del derecho a la partici-
pación y a la convivencia comunal, de acuerdo a los principios constituciona-
les del Estado democrático y social de derecho y de justicia, sin contravenir
las competencias legales propias del sistema de justicia ordinario.

Artículo 57. La ley respectiva establecerá la naturaleza, los procedimien-
tos legales, las normas y condiciones para la creación de una jurisdicción
especial comunal, donde se prevea su organización y funcionamiento, así
como las instancias con competencia para conocer y decidir en el ámbito
comunal, donde los jueces o juezas comunales serán elegidos o elegidas
por votación universal, directa y secreta de los y las habitantes del ámbito
Comunal mayores de quince años.

Al respecto, cabe recordar que fue en el año 2012 que la Asamblea Nacional
sancionó la Ley Orgánica de la Jurisdicción Especial de la Justicia de Paz
Comunal7, que derogó expresamente la Ley Orgánica de la Justicia de Paz8, 
y cuyo propósito fundamental, es:

…establecer las normas de organización y funcionamiento de la jurisdic-
ción especial de la justicia de paz comunal, como ámbito del Poder Popu-
lar e integrante del sistema para el logro o preservación de la armonía en
las relaciones familiares, en la convivencia vecinal y comunitaria, así
como resolver los asuntos derivados del ejercicio del derecho a la partici-
pación ciudadana, relacionado con las actuaciones de las instancias y
organizaciones del Poder Popular (artículo 1).

Es elocuente que la justicia comunal es confundida con la justicia de paz, por-
que aquella es producto de la creación del “Estado Comunal”, un Estado que
es incompatible al Poder Estadal y al Poder Municipal, de sus competencias,
recursos y límites territoriales9.

7 Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 39.913 del 2 de mayo 
de 2012.

8 Gaceta Oficial de la República de Venezuela N° 4.817 Extraordinario del 21 de
diciembre de 1994.
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El “Estado Comunal” se basa en la “sociedad socialista”, y el fundamento de
esta figura es, de acuerdo con el citado numeral 8 del artículo 8 de la Ley Orgá-
nica del Poder Popular, “la comuna”, que es también un “espacio socialista”.

Por su parte, la justicia de paz conforme al artículo 258 de la Constitución
constituye un medio alternativo para la solución de conflictos que surjan
entre los ciudadanos, además de ser una competencia de los municipios,
según el artículo 178.7 constitucional.

Los medios alternativos consisten en diversos procedimientos, mediante los
cuales las personas pueden resolver sus controversias sin necesidad de una
intervención jurisdiccional. En tal sentido, a través de la justicia de paz los
ciudadanos pueden solucionar sus conflictos, sin necesidad de acudir ante
los órganos jurisdiccionales.

Es oportuno destacar la sentencia Nº 1139/2000, del 5 de octubre, dictada por
el Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, recaída en el caso
Héctor Luis Quintero Toledo, la cual se pronunció acerca de la naturaleza
jurídica de los jueces de paz, en los siguientes términos:

Dentro del sistema de justicia que regula la vigente Constitución, se encuen-
tra la justicia de paz (artículo 258 eiusdem), lo que significa que es la Repú-
blica quien imparte justicia mediante dichos jueces, tal como lo contempla
el artículo 253 de la vigente Constitución, al señalar a la justicia alternativa
dentro del sistema. Justicia alternativa que el aludido artículo 258 refiere
entre otros a los jueces de paz. En consecuencia, los jueces de paz forman
parte del sistema de justicia, y a pesar de no formar parte del Poder Judicial
formal, ellos son jueces, con todas las prerrogativas de tales y dentro de los
marcos legales, en los ámbitos que el ordenamiento jurídico les asigna…
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9 Cabe decir que la creación del Estado Comunal a través de las leyes sobre el Poder
Popular y el Estado Comunal, es reedición de una de las propuestas por el Presidente
de la República ante la Asamblea Nacional para la Reforma Constitucional de 2007,
y que fue rechazada el 2 de diciembre de 2007 por la mayoría de los electores con su
voto popular, expresado en el referendo que había sido convocado por el Consejo
Nacional Electoral para aprobar dicha Reforma.
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Ahora bien, los jueces de paz pertenecen al sistema judicial, son órganos
jurisdiccionales, como lo son los árbitros y otras figuras que pueda crear
la justicia alternativa, y son jueces de equidad, según el artículo 3 de la
Ley Orgánica de la Justicia de Paz, siendo excepcionalmente jueces de
derecho, conforme al mismo artículo que reza:

Los Jueces de Paz procurarán la solución de conflictos y controversias por
medio de la conciliación. Cuando ello no fuere posible, dichos conflictos
y controversias se resolverán con arreglo a la equidad, salvo que la Ley
imponga una solución de derecho. Los Jueces de Paz también resolverán
conforme a la equidad cuando así lo soliciten expresamente las partes…

La justicia alternativa (arbitramentos, justicia por conciliadores, etc.) es
ejercida por personas cuya finalidad es dirimir conflictos, de una manera
imparcial, autónoma e independiente, mediante un proceso contradictorio;
produce sentencias (artículos 45 y 46 de la Ley Orgánica de la Justicia de
Paz) que se convierten en cosa juzgada, ejecutables (lo que es atributo
jurisdiccional, y que aparece recogido en el numeral 1 del artículo 9, y en
los artículos 49 y 50 de la Ley Orgánica de la Justicia de Paz, así como 
en las normas sobre ejecución del laudo arbitral de la Ley de Arbitraje
Comercial, y en el artículo 523 del Código de Procedimiento Civil), y por
tanto es parte de la actividad jurisdiccional, pero no por ello pertenece al
Poder Judicial, que representa otra cara de la jurisdicción, la cual atiende
a una organización piramidal en cuya cúspide se encuentra el Tribunal
Supremo de Justicia, y donde impera un régimen disciplinario y organiza-
tivo del cual carece, por ahora, la justicia alternativa.

...Los jueces de paz, al igual que cualquier juez, dirimen conflictos o con-
troversias entre partes, siendo ese su objetivo, e incluso pudieran producir
actos con efectos constitutivos. Su finalidad, como la de cualquier juez, es
mantener la paz social, la cual es un valor de la República y de la comuni-
dad, lo que le permite a la actividad jurisdiccional, en los casos señalados
por la ley, controlar al Estado.
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...la naturaleza de las decisiones de la justicia de paz, como fallos jurisdic-
cionales, los mismos como cualquier sentencia, pueden ser impugnados
por las partes...

Este criterio fue ratificado posteriormente por la misma Sala, en sentencia 
Nº 827/2001, del 23 de mayo, recaída en el caso Grupo Inmensa, C.A., a tra-
vés de la cual se desprende que los jueces de paz están comprendidos dentro
del sistema judicial como órganos alternativos de solución de controversias.

Así las cosas, los jueces de paz están encargados de ejercer la potestad juris-
diccional. Son jueces no pertenecientes a la carrera judicial, que en su mayo-
ría son legos en derecho, que están investidos por el Estado de la potestad
jurisdiccional para dirimir conflictos o controversias que se susciten en las
comunidades vecinales (justicia alternativa)10.

Por lo anterior, la Ley Orgánica de la Jurisdicción Especial de la Justicia de
Paz Comunal, así como los otros textos legales supra mencionados, vale
decir, la Ley Orgánica del Poder Popular y la Ley Orgánica de las Comunas,
desvirtúan el contenido y la finalidad de la justicia de paz, además de usurpar
a los municipios de una competencia constitucional que tienen asignada
(artículo 178.7), competencia que fue ratificada por el legislador en la última
reforma de la Ley Orgánica del Poder Público Municipal del año 2010, en el
artículo 56.2.g.

2. Elección de los jueces de paz “comunal”

Otro tema cuestionable de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Especial de la
Justicia de Paz Comunal, es el hecho que la organización, coordinación,
supervisión y realización de la elección y revocatoria de los jueces de paz
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10 Figueruelo Burrieza, Angela: Perfiles constitucionales de los jueces de paz en
España. Una aproximación al supuesto colombiano. Temas de Derecho Público 
N° 60. Instituto de Estudios Constitucionales Carlos Restrepo Piedrahita. Bogotá,
2000, pp. 15-16.
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comunal está asignada a los consejos comunales, a través de las comisiones
electorales permanentes, que contarán con la ayuda técnica y logística del
Consejo Nacional Electoral (artículo 14).

Hay que recordar que los consejos comunales aparecen por primera vez en la
Ley de los Consejos Locales de Planificación Pública del 2002, formalizán-
dose su creación en el 2006, con la sanción de la Ley de los Consejos Comu-
nales, posteriormente modificada en el 2009, a través de la Ley Orgánica de
los Consejos Comunales11, y que son definidos en esta la Ley como:

…instancias de participación, articulación e integración entre los ciudada-
nos, ciudadanas y las diversas organizaciones comunitarias, movimientos
sociales y populares, que permiten al pueblo organizado ejercer el gobierno
comunitario y la gestión directa de las políticas públicas y proyectos orien-
tados a responder a las necesidades, potencialidades y aspiraciones de las
comunidades, en la construcción del nuevo modelo de sociedad socialista
de igualdad, equidad y justicia social (artículo 2).

Ahora bien, debe destacarse que conforme al artículo 258 de la Constitución
los jueces de paz deben ser elegidos por votación universal, directa y secreta.

También el artículo 293, numeral 5 de la Constitución consagra que el Poder
Electoral, a través del Consejo Nacional Electoral, tiene por función la orga-
nización, administración, dirección y vigilancia de todos los actos relativos a
la elección de los cargos de representación popular de los poderes públicos,
así como de los referendos.

En este mismo sentido, la Ley Orgánica del Poder Electoral12 señala en su
artículo 33, numeral 1 que el Consejo Nacional Electoral es competente para

11 Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 39.335 del 28 de diciem-
bre de 2009.

12 Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 37.573 del 19 de noviem-
bre de 2002.
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“organizar, administrar, supervisar y vigilar los actos relativos a los procesos
electorales, de referendo y los comicios para elegir funcionarias o funciona-
rios cuyo mandato haya sido revocado, en el ámbito nacional, regional, muni-
cipal y parroquial”.

De esta manera, puede interpretarse que es competencia exclusiva del Consejo
Nacional Electoral la organización y ejecución de los procedimientos electora-
les de los jueces de paz, por tratarse de funcionarios “elegidos popularmente”,
a pesar de lo contemplado en la Ley Orgánica de la Jurisdicción Especial de
la Justicia de Paz Comunal.

La afirmación antes expuesta está, a su vez, respaldada por la jurisprudencia
elaborada por el Tribunal Supremo de Justicia. Especialmente, nos referirnos
a la sentencia N° 178/2001, del 22 de noviembre, caso Eneida Santos de Sosa
contra Alcaldía del Municipio Chacao del Estado Miranda, de la Sala Electo-
ral del Tribunal Supremo de Justicia, que señaló sobre las elecciones de los
jueces de paz:

…siendo la elección de los Jueces de Paz un mecanismo de participación
ciudadana en los asuntos públicos, medio este de manifestación de la
voluntad soberana que ha adquirido rango constitucional (artículo 258), y
que se manifiesta en un proceso electivo que se desarrolla en el ámbito
municipal, de acuerdo con los postulados de la vigente Carta Magna, se
está en presencia de un proceso en el cual están llamados a intervenir acti-
vamente los órganos del Poder Electoral.

En efecto, cabe resaltar que la instrumentación de la figura de los Jueces
de Paz es un modo de manifestación de la función jurisdiccional (en este
caso jurisdicción de equidad), y por tanto, una modalidad de expresión del
Poder Soberano mediante el ejercicio de esa función estatal[…] De allí
que, al haber adoptado el Constituyente el mecanismo de elección popu-
lar, directa y secreta como medio de selección de los titulares de dichos
cargos, todo parece indicar que en modo alguno puede obviarse la partici-
pación de los órganos del Poder Electoral en la organización de dichos
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procesos comiciales, a la luz de las competencias y atribuciones de esta
novedosa rama del Poder Público que le asigna la vigente Carta Funda-
mental (artículo 293), y que contribuyen a delinear las modalidades de
instrumentación de la democracia participativa que propugna el nuevo
ordenamiento constitucional. Ello, sin menoscabo de las competencias de
los Municipios en materia de Jueces de Paz, que corresponderá delimitarse
mediante la normativa respectiva.

El criterio de la Sala Electoral fue posteriormente ratificado por la Sala Cons-
titucional en sentencia N° 3098/2004, del 14 de diciembre, recaída en el caso
Asociación Civil Consorcio Justicia, al declarar la nulidad de los artículos 10
y 11 de la Ley Orgánica de la Justicia de Paz, cuyos textos rezaban:

Artículo 10. El Concejo Municipal será la autoridad electoral competente
para organizar, coordinar, supervisar y llevar a cabo los procesos electora-
les contemplados en esta Ley, con la activa participación de las Juntas
Parroquiales y las comunidades organizadas.

El Concejo Municipal podrá delegar tales competencias en las Juntas
Parroquiales o en aquellas comunidades organizadas que así lo soliciten.

Artículo 11. Los Concejos Municipales, mediante Ordenanza regularán
lo relativo al proceso de elección del Juez de Paz, de conformidad con los
principios consagrados en esta Ley; asimismo, solicitarán la participación
del Consejo Supremo Electoral, de la Oficina Central de Estadística e
Informática (OCEI) y de otros organismos, a los fines del apoyo técnico
necesario para el desarrollo satisfactorio de la elección. Estos organismos
estarán obligados a atender las solicitudes que a tales efectos efectúen los
Concejos Municipales.

En tal sentido, la Sala Constitucional afirma que es competencia exclusiva de
los órganos del Poder Electoral conforme al artículo 293.5 de la Constitución
venezolana, la organización, coordinación, supervisión y ejecución de los
procesos comiciales para elegir a los jueces de paz. Asimismo, precisa, que:
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…las competencias del Poder Electoral en relación con la elección de los
jueces de paz se limitan, en atención al propio Texto Constitucional, a la
organización, administración, dirección y vigilancia de los procedimien-
tos electorales, de manera que se trata de competencias de carácter técnico
que, en modo alguno, pueden mermar las atribuciones constitucionales y
legales que corresponden al Municipio en materia de jueces de paz. Espe-
cíficamente, la que establece el artículo 178, cardinal 7, de la Constitución,
según la cual es competencia del Municipio la “Justicia de paz, preven-
ción y protección vecinal y servicios de policía municipal, conforme a la
legislación nacional aplicable”, norma con la que guarda consonancia el
artículo 2 de la Ley Orgánica de la Justicia de Paz, según el cual “correspon-
derá a los Municipios prestar los servicios de la Justicia de Paz y determinar
su organización, de conformidad con esta Ley.

De manera que la administración, prestación y gestión del servicio de justicia
de paz –no así del procedimiento de elección de sus jueces– es competencia
exclusiva del Municipio, bien a través de la ejecución y administración que
corresponda a los Concejos Municipales; siempre, por supuesto, con plena
adecuación a la legislación nacional, en este caso, la Ley Orgánica de la Jus-
ticia de Paz. Asimismo, la organización y ejecución de los procedimientos
electorales de jueces de paz ha de adecuarse a las normas especiales que, en
esta materia, establece la Ley Orgánica de la Justicia de Paz (artículos 12 y
siguientes), como lo son, entre otras, las condiciones de postulación y de ele-
gibilidad de los candidatos, la periodicidad de tal elección, las divisiones en
circunscripciones electorales que tal Ley ordena y las normas relativas a las
campañas electorales. Así se decide.

Como puede apreciarse, la decisión a la que llega la Sala Constitucional
demuestra que los actos concernientes a los procedimientos dirigidos a la
elección de los jueces de paz, es competencia del Poder Electoral, a través de
su órgano rector, el Consejo Nacional Electoral.

Por ello, resultan cuestionables las disposiciones referidas a la elección de los
jueces de paz comunal consagradas en la Ley Orgánica de la Jurisdicción
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Especial de la Justicia de Paz Comunal, al instituir de forma inconstitucional
un órgano que usurpa las competencias del órgano natural en materia electo-
ral; además, que el papel del Consejo Nacional Electoral se limita a prestar
apoyo técnico y logístico a las comisiones electorales permanentes de los
consejos comunales (artículo 14).

Finalmente, resulta llamativo en la Ley Orgánica de la Jurisdicción Especial
de la Justicia de Paz Comunal, que a pesar de lo previsto en el artículo 14, el
legislador establece en la Disposición Transitoria Tercera, que hasta tanto no
se efectúen las elecciones para escoger los jueces de paz comunal, estos serán
designados “en condición de provisorios por la Comisión Judicial del Tribu-
nal Supremo de Justicia, por un lapso que no excederá de dos años, y serán
postulados por las instancias y organizaciones del Poder Popular o por inicia-
tiva propia”, previsión que resulta contradictoria con el principio del ejercicio
directo del poder por el pueblo para la escogencia de los jueces de paz comu-
nal; planteada en estos términos, cabe preguntarse: ¿cómo quedan los jueces
de paz electos bajo la vigencia de la anterior ley?

3. Competencia de los jueces de paz “comunal”

La Ley Orgánica de la Jurisdicción Especial de la Justicia de Paz Comunal
señala en el artículo 8 las competencias de los jueces de paz comunal:

1. De todos aquellos conflictos o controversias que en su ámbito local
territorial se susciten entre personas naturales o jurídicas, y que les
hayan sido confiados para decidir. Cuando el asunto controvertido
sea de naturaleza patrimonial, conocerá de éste si la valoración que le
dan las partes no excede de doscientas cincuenta unidades tributarias
(250 U.T.).

2. De todos aquellos conflictos o controversias derivados de la relación
arrendaticia o de la propiedad horizontal, salvo aquellos asignados a
tribunales ordinarios y especiales o autoridades administrativas.

3. De los conflictos o controversias entre miembros de la comunidad
derivados de la aplicación de ordenanzas relativas a la convivencia,
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cartas comunales y Reglamentos de convivencia de los Consejos
Comunales.

4. De los casos de violencia de género, funcionará como órgano receptor
de denuncia, en los términos establecidos en la ley especial que regula
la materia, pudiendo dictar cualquiera de las medidas de protección y
seguridad pertinente a favor de la víctima o el núcleo familiar.

5. En los casos de medidas relativas a la convivencia familiar y a la obli-
gación de manutención decretadas por los Tribunales de Protección
de Niños, Niñas y Adolescentes, como coadyuvante en el cumpli-
miento de las mismas.

6. Aún de oficio, sobre el respeto a los derechos de los adultos y adultas
mayores, de las personas con discapacidad, de los niños, niñas y ado-
lescentes y de las personas en situación de vulnerabilidad, tomando las
medidas respectivas conforme a la ley y remitiendo las actuaciones al
órgano o ente competente.

7. Celebrar Matrimonios de conformidad con la Ley.

8. Declarar, sin procedimiento previo y en presencia de la pareja, el
divorcio o la disolución de las uniones estables de hecho cuando sea
por mutuo consentimiento; los solicitantes se encuentren domicilia-
dos en el ámbito local territorial del juez o jueza de paz comunal; y
no se hayan procreado hijos o de haberlos, no sean menores de 18
años a la fecha de la solicitud.

9. De la disolución amigable de la comunidad de bienes solicitada por
las partes en forma escrita. De todo ello se remitirá copia certificada
al Registro Civil respectivo.

10. De la acción emanada de la propiedad, tenencia y protección de ani-
males domésticos y en peligro de extinción, prevista en la ley especial
que rige la materia, así como las ordenanzas municipales, en materia
de control y protección animal.

11. De los conflictos o controversias que se susciten entre los miembros
de las organizaciones socioproductivas de las comunidades.

317



Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia318

12. De las actuaciones, abstenciones, negativas o las vías de hecho de los
Consejos Comunales, Comunas, demás instancias y organizaciones
del Poder Popular, relacionadas con la aplicación de mecanismos,
procedimientos y normas de funcionamiento y las derivadas del dere-
cho a la participación ciudadana con relación a las instancias y orga-
nizaciones del Poder Popular.

13. Conocer de las denuncias y acciones interpuestas, relacionadas con
Consejos Comunales, Comunas, demás instancias y organizaciones
del Poder Popular, que se deriven directa o indirectamente del ejerci-
cio del derecho a la participación.

14. Colaborar con los organismos encargados del control y fiscalización
de la comercialización y mercadeo de los bienes y servicios de con-
sumo en su ámbito local territorial.

15. Promover campañas educativas en materia de valores ciudadanos, de
paz, convivencia ciudadana, derechos humanos y resolución de con-
flictos en las comunidades de su ámbito local territorial.

16. Solicitar el apoyo de la policía municipal, estadal o nacional, cuando
así lo requiera para el efectivo cumplimiento de sus funciones.

17. De todos aquellos casos que le hayan sido confiado expresamente por
las partes para su decisión o por la Ley, siempre que no vulnere el
orden público.

Entre las competencias antes transcritas, observamos que el legislador introduce
nuevas competencias a los prenombrados jueces, que resultan problemáticas.

En efecto, cabe mencionar las competencias referentes al matrimonio, al
divorcio y a las uniones estables de hecho (numerales 7, 8 y 9), instituciones
familiares que son de orden público, y por ende, ajenas al principio de la
autonomía privada, que no son cónsonas con la finalidad de la justicia de paz,
que persigue solucionar los conflictos vecinales o comunitarios, y no sobre
materias relativas al estado civil de las personas.
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De hecho,  el artículo 10 de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Especial de la
Justicia de Paz Comunal, establece que cuando el juez de paz comunal “con-
sidere que los hechos que le sean sometidos a su conocimiento vulneran el
orden público, remitirá las actuaciones a la autoridad u órgano competente”.

Como punto relevante debe mencionarse, que en virtud de la competencia
que tienen los jueces de paz comunal para celebrar matrimonios, el Consejo
Nacional Electoral a través de la Resolución N° 120823-511, de fecha 23 de
agosto de 201213, estableció que hasta tanto el Tribunal Supremo de Justicia
dicte el Reglamento de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Especial de la Jus-
ticia de Paz Comunal, tal y como lo establece la Disposición Transitoria
Segunda de la mencionada Ley, los jueces de paz comunal se regirán por lo
dispuesto en dicha Resolución, en lo que respecta al ejercicio de las compe-
tencias relacionadas con el Registro Civil.

La competencia contenida en el numeral 2, referente a los “conflictos o con-
troversias derivados de la relación arrendaticia o de la propiedad horizontal,
salvo aquellos asignados a tribunales ordinarios y especiales o autoridades
administrativas”, resulta igualmente cuestionable, pues toda la materia rela-
cionada con los arrendamientos de inmuebles destinados a vivienda, pensión,
habitación o residencia, está regulada en la Ley para la Regularización y Con-
trol de los Arrendamientos de Vivienda14, que contempla los órganos jurisdic-
cionales competentes en esta materia (artículo 27); además consagra a la
Superintendencia Nacional de Arrendamiento de Vivienda, como el órgano
administrativo de control y revisión del contrato de arrendamiento, adscrito
al Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de vivienda y
hábitat (artículos 21 y 26).

También se aprecia que las previsiones contenidas en los numerales 12 y 13
de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Especial de la Justicia de Paz Comunal,
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13 Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 40.011 del 19 de sep-
tiembre de 2012.

14 Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 6.053 Extraordinario del
12 de noviembre de 2011.
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pueden configurar la modificación del ámbito de competencia de los órganos
de la jurisdicción contencioso-administrativa, consagrada en el artículo 9.10 de
la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa15, que dispone
expresamente que están sujetos al control judicial de los jueces contencioso
administrativo: “las actuaciones, abstenciones, negativas o las vías de hecho
de los consejos comunales y de otras personas o grupos en virtud de la parti-
cipación ciudadana ejerzan funciones administrativas”.

Ciertamente que el contenido de estas competencias resultan confusas y con-
tradictorias, pues pueden entrar en colisión, o complicar el ejercicio de algunas
competencias legales asignadas a otras instancias, administrativas o judiciales,
incluso pretender su reemplazo; planteando, además, un conflicto o derogatoria
de disposiciones legales.

Finalmente, la Ley plantea que el juez de paz comunal podrá, de oficio o a
petición de parte, convocar para su participación, “a los voceros o voceras de
las instancias y organizaciones del Poder Popular, cuyo ámbito de actuación
se encuentre vinculado con el objeto del conflicto o la controversia, a los
fines de oír su opinión sobre el asunto debatido”.

Asimismo, la Ley contempla la creación de un órgano consultivo que aseso-
rará a los jueces de paz comunal en materias técnicas o especializadas. En
efecto, el artículo 37 de la Ley Orgánica de la Jurisdicción Especial de la Jus-
ticia de Paz Comunal, establece:

Para el asesoramiento en materias técnicas o especializadas, los jueces y
juezas de paz comunal contarán con un consejo consultivo, de carácter
interdisciplinario, designado por la Asamblea de Ciudadanos y Ciudada-
nas o el Parlamento Comunal, según corresponda, a proposición del juez
o jueza de paz comunal.

15 Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 39.447 del 16 de junio de
2010, reimpresa por error material en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana
de Venezuela N° 39.451 del 22 de junio de 2010.
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Las opiniones del Consejo Consultivo no tendrán carácter vinculante para
el juez o jueza de paz comunal en su decisión.

Como se observa, el legislador incorpora a las personas de la comunidad, a
través de instancias populares o comunitarias, en la administración de justicia
de paz comunal.

Respecto a esta participación de los ciudadanos, se plantea algunas interrogan-
tes: ¿cuál es el propósito de la participación comunitaria en la administración de
la justicia de paz comunal? Esta hiperparticipación o sobreparticipación ciuda-
dana, ¿podrá convertirse en un obstáculo o amenaza en la administración de esta
justicia alternativa?

De lo expuesto podríamos entonces concluir, que luce evidente que la Ley
contempla aspectos que no van acordes con los principios y postulados de la
Constitución.

Sin haber pretendido realizar un estudio exhaustivo sobre el texto legal; nues-
tro propósito es impulsar el análisis y discusión de la Ley Orgánica de la
Jurisdicción Especial de la Justicia de Paz Comunal, para promover los meca-
nismos jurídicos idóneos a los fines de rescatar el norte de la “justicia de
paz”. No todo está dicho en esta materia.
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